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Proveedota deBtmcíada.: ; Sandra Desiree Rodríguez Rivera

iCNlT )

H. ANTECEDENTFS \ HECHOS BFXl SCIABOS-

Como expuso en la denuncia la Presidencia de !a Dekrisona del i on^umulor cm ejercicio de lo

ciisp;uesto m el artíoúlo 58 letra f) de la. Ley de Protección aj.Consumidor Í.PC—, el día 25/11/2021

e practicó^ kispección en el estáblecímientodenommado ''Fooi Climc clmleadepúdolügíaypedicure' j

ubicado m

dei iiiiinicipío

y departafuento de San Salvador., propiedad de la/proveedora denunciada Sandra Desiree Rodríguez

Rivera.

Como resúltadG de la diligeneia .realizada:Se levaotó ai acta correspondiente—fe. 3- en ta cua.l se;

consignó Cfiie se veri.fícÓ la proiBOción que se lee textúal,me'nta: '\Blúck Düys Mcinícure y Pedícure

SJOjW'\ publicada en redes sociales. Según se constato, la vigencia era dei 21/'! L'2i)2: el 03'r2/202 i,,

y las .restricciones iiidical>an que la protnocióo es válida de lunes a viernes, bn la reí crida acta de

inspección se consigno que umio b vigencia como las restricciones, no estaban de calladas en la misma

puhiieaeión de la prooiocion m dentro dei establecí miento. se comunicatma verbal mente a los

consumidores. • ■

Iíi7""1[NF11ACC10N ATRUMIDA \ Fi.FMFXFOS DF LA l\FRAtX10%.
~ .£■ Tál'coroo consmlñel auto de inicio (fe. 7 y 8), se adujo que existe una comra\encíon a lo j
dispuesto en el artículo 4 leira c)- de la LPC, e! cual establece que es un derecho dioico de fes |
iGOQSüniidoiss .recibit dei proveedor la iñtúftnaeión completa, precisa, veras, claru y opottuna que |
determine ím características de los prodmtos f servicios a adquirir. Además, a la letra a) del articulo- 1
lo de la! PC, al referirse a ios requisitos de las promociones y ofertas, estipula que, entre otros aspectos,
debe tener la posibilidád-de comprensiórt direetá. ■ - , ■ ■ " ■ ■ - - q

TaiTibiéB, se afimm una-tránsgresión a lo regulado ea el inciso primero del artículo,2 de-laJ.Pt , 1
en to .conceraieiíte al derecho^ de ín&rtnaeión: en general, las características de los bienes .y- servu u |

\puestos a disposición de ¡os consumidores, deberán prop,)rci(marse con información en .astelLmc. di
iformaclara, veraz, campietay oportima . . " • . . . :

f



Además, en cuanto a la información de las promociones, el artículo 30 de la LPC determina:

''CMúiido se ifriiare de promúciúms y qfertm especiales de bienes o servicios, ¡os CQfmrcimim estarán

obligados a mformar al Cúmtmídor tas condiciones, el precio íotal o los elemenios qm lo hagan

deíermmaMe, la dtiración de las mismas, por cualquier medio de publicidad. o,^medimie misos o

carteles Jyadüs en lugares visibles del estableeimienío o etiqmias adheridas a las bienes '\

En relación con lo antes apuntado, el artículo 43 letra ii) de la LPC determina que el realizar

proinoc iones ii ofertas especiales de bienes y servicios en contravención a lo dispuesto en dicha ley, es

una conducta calificada como infracción grave, y de acuerdo, con el artículo 46 de la misma normativa

se sancionaría con multa hasta de doscientos salarios mínimos mensuales urbanos en la industria.

,& Con respecto a la mencionada infracción, este Tribunai, en resolución pronunciada el día

22/07/2020^ en el procedliniento clasificado bajo la referencia 2177-2019, ha afirmado qoe: "La

naturaleza y esencia de tas q/ertas y promocmnes es reportm urna veníala comparativa al comiimSdún

su carácier extraordmario es lo que permite que e! comprador ienga un incenttvo pam llemm a cabo la

transúcciórr\

En ese sentido, las promociones y ofertas especiales que se transmiten a través de cualquier medio

publicitario, tienen, la finalidad de presentar los bienes o servicios en condiciones fevorabies para el

consiimidor, induciéndolo a tomar determinada decisión con sentido de urgencia, bajo la perspectiva de

percibir una ventaja económica dentro de un tiewpo Imitado.

De lo anterior, se coliga, que la LPC busca regular que los proveedores consignen, eo. el medio

publicitario que se utilice para dar a conocer la promoción n oferta, una indicación clara de la duración

o del tiempo en la que dicha promúción estará vigente; deMendo indicar, además, a qué producios o

servicios úpiica la promoción u qferta, la cantidad mmima de productos .disponibles, si existen o no

restriccimes, en qué consistep y, en general, cualqmer dato relevante previúm£nte establecido, que

indique en quá condiciones será cumplida, infermación que es de s'uma importañcia para los

consumidores, a! momento de acceder a la promoción u qfiría.

En otros íénninos, la finalidad de la regulación en el tema en cuestión tiene por objeto el minimizar

la desigualdad entre las partes intervinientes en la relación de consumo -proveedor y consumidor- la

cual puede dejar a este ú.ítiino m una situación asimétrica y de desventaja al no ofrecerle la información

necesdiia para que pueda tomar una decisión informada, es decir, considerando todos los elementos

legalmente establecidos.

Fn este punto, este Tribunal considera oportuno traer a cuenta la resolución de fecha 13-03-2019

con refereneia 7-2010 de la Sa.Ia,de lo Contencioso Ad.minisíratí¥0 eo la que consideró: ".El derecho de

consumo parte de la necesidad de proteger a los eonsMmJdores debido a ¡a creciente vulnerabilidad de

éstos en las relaciones generadas en la economía de mercado coniemparánea '



En ia misma sentencia se estableció que: "La LPC ííesarrolia im régimen especial de protección .

sobre la base de ¡as asimetrías económicas e informativas existentes mire los proveedores de bienes y

servicios frente a los consumidores, estos últimos, enmarcadas en una natural y ciara situación de

desventaja con respecto a los primeros ".

Es así que !a referida Sala define a la asimetría iaformatiYa como aquella característica mtrtaseca

de u ualqider transacción económica, en tanto que siempre en un intercambio de bienes y servicios habrá

un actor mejor infimnado que otro.

Del mismo modo, en setitenGia definitiya. del 8-07-201 i con referencia 315-A-2004., emitida por la

Sala de lo Contencioso Administrativo definió a la asimetría iiifonnativa como im elemento intrínseco

Je ¡as relmiones contractuales entre productores o proveedores y corisimidores, determina que en todo

case el conswnídór está sometido a una condición de vulneraMMad que rebasa su autonomía p

voluntad real para contratar, circunstancia que, en dejimtiva, Justifica la aplicación de un principio

protectorio con-el fin -de restablecer el equilibrio contractual p asegurar el respeto de los derechos- del

consumidor. ■

ivl CONTESTÁCÍÓN DE LA PROVEEDOR i DEM NCIADA

Se siguió el procedimiento ooiisignado en los artículos 144-A y siguientes de lu LPC, respetando la

garantía de audiencia y el derecho de defensa de^ la proveedora, quien compareció a través de su

apoderado general judicial licenciado ' mediante eserito de iecba
23/09/20:24 —folies 11 y 12—, por medio del cual evacuó la audiencia conferida ea resolución de inicio

y eierció su derecho d.e déféosa, adjuntando la documontactóo financiera requerida, alegando eii síntesis

lo sigxiiente: ■ ■

A. hl apoderado de la denuncuida contesto la denuncia alegando que la infracción que ic atribuye
a su representada es una: ittfifaeción grave en la dosimetría que ha establecido la ley, y en esas,

condiciones, siendo que es una infracción grave la infracción misma prescribe en e1 piuvo de 2 a^o^

contadrts a partir de la ukima fecha de ejecución del acto que se impura como íalra o cioldcion a la !e>,
l/ltr. de conformidad al artículo 107 de !a l.ey de Proceditnientos Administrativos, puesto que una

persona no puedé ser perseguida indetinidanieiite, por lo tanto, la actuacuSn de la administración púbhca
en la facultad sanciónadbra tieiie:ei limite que la ley establece, y esc límite que la ley establece-es para

2 ano,s, Que, examinando las a6luacio:n.es en el presente proceso san^^ionatorio. se encuentra eo:n que la
solicitud Q:lá deniaicia presentada por la Presidencia de la Defctisoria liel Lonsuraidof.-fiie presentada-
eri mayó de 20220 la ictuación de co:municación que és la-última actuación que harealizado eí í riDunal-
Sancionador, í e retino el di 1 0 09/2024.- - ■ • ; ,

■  .Asiraisra.c -^tñala que vi pri.»ceso se instó en mayó del año 2-023 y el artículo 89 inciso 2-' de la Ley

de Procedimiento^ \dminictriii\os impone el deber de concluir-c! proce,so en un pla/o máximo de o

-LQ. ̂
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meses, sieodo qm la resoliicíÓM que se le notifico en ese acto de comnaicacion a su represeiitada. está

fechada al 29/08/2024 en el Distrito de San Salvador, por lo que desde que se presentó la solieitud o

denuncia, por parte de la Presidencia de la Defensoría del Consumidor, ha pasado más de 1. aii,o para que

se diera trámite a! proceso, ío cual no es en absoluto respoB.S:abi..lidad o imputable a m representada, y la

consecuéncía de la iíiactivid.ad lleva a la deciaración obligatoria de !a caducidad da conformidad al

artículo 114 nuoieral dos.

Por otra parte, agrega que es procedente oponer la excepción de prescripción de la acción, dado que

desde que se inició el procedimiento hasta la fecha, aún no se ha pronunciado resolución, y tomando en

cuenta la fecha en que se finali.zó el último acto, de ejecución que es el 03/12/2021, han transcurrido

hasta esta fecha, más de 3 años desde que se eiecutó el último acto, por lo tanto, siendo que no. se ha

prominciado resolucióa, la acción ha prescrito en el trámite y así debe declararse. Que, en todo caso,

sieíido que desde la iniciación de! trámite hasta la fecha en que se le notificó a su representada y se tomó

una decisión por parte del Tribunal Sancionador, transcurrió más de un año, y en consecuencia se han

superado los 9 meses que impone la Ley de Procedimientos Admiiiistrativos para dar una resolución

-definitiva, por lo que debe de ordenarse el archivo^ del expediente y por ello alega y opone la excepción

de caducidad del procedimiento.

Finalmente, acota que considerando que los medios de prueba que se han ofertado son impertineutes,

éstos uo.debeii ser admitidos, y siendo que son los únicos elementos que la parte promotora de la acción

ha identificado como medio de prueba para éstablecer la infracción, que se atribuye a su representada,

se debe-declarar désvaneeido et proceso y no aprobarse la inteBció.o sancionatoria de sii representada.

M. Eb felacióii a los argumentos expuestos por el apoderado de iá proveedora, este.Tribunai advierte:

1, Respecto a la supuesta caducidad, del procedimiento, es preciso señalar qué el artículo 167 mcíso

segundo de la Ley dc; Procedimíenfos Administrativos ™ea adelante LPA establece, que afos

'procedimientm yci iniciados antes de la entrada en vigencia de esta Ley no les será de aplicación la

misma, rigiéndose par ¡a normativa, anterior; oonáxmio sensu, todos los procedimientos que aún -oo

hayan sido iniciados durante la vigencia' de la referida ley le serán aplicados la misma/

Por otra párte, el artículo 163 de la LP.A prescriba que la .misma será aplicable en iodos los

\ proceJimiemos administrativos, por tanta, quedan derogadas: expresamente todas las .Disposiciones

^ comenüias en Leyes Generales o. Especiales que la contraríem.

^  Asimismo, e! artículo 26 de la LPA establece que Los actos adminísiraiivos producirán stjs efeatós

desde que se commiquen a'íos interesados....- ' ' ' ^ -

Ademán, cú im precedente :m.ás .reciente"y a ptópósito de la revisión de 'ta legáiidad da actuaciones

emitidas por el rribunal Sanciociadoo la Sala de lo l\>nrencioso Administrativo en adelante SLA en

resolución de las quince horaí> v cincuenta \ cuatro minuíos dci 27 10/2020. en el proceso [5o~20LL la



cual fue [lotificada ai Tribunal Sancionador el día 5/03/2021. concluyó que la .A,dTn¡nistraeióo Pública

que ejerce potestades saacionadoras tenía el plazo de un año contado a partir de la notificación del
auto de inicio al presunto infractor para resolver el procedimiento admmistrativD sancionador.

Es decir, a partir de los reiacionados precedentes jurispriidencialés, la SCA ha deteminado que el

Tribunal Sancionador de la Defensoría del Consumidor, debe de respetar el plazo taásiino de

tramitación a partir de la íiotificacíón del auto de ¡nieio del procedÍHiieBto saacioaador para

resolver las controversias sometidas a su conoeimiento, por lo que, para el preseme caso, coaforme a las

disposieiones legales antes citadas y a la jurisprudencia de la SCA, resulta inaplicable lo prescrito en
el artfcnto 144 de la LPC, respecto ai inicio del procedimiento saneioniaorio.

Además, la misma Sala ha establecido que no hasta con la emisión de! acto otiministraim)por pane

de la administración, sino que el mismo debe ser notificado, debiendo lanotificaclón reunir los-

reqíMsitos Mínimos para cumplir con su finalidad [comunicar el acio a los interesaaos.-'£ijecíados] y asi

revestir de validez el acto emitido y la notificación en si misma (resolución de las once horas cuarenta

y tres minutos de' seintiséis de lebrero de dos mi! veinte, en el proceso con referencia ,503 2013S.

En el c iso o iriicular, se constata que el procedimiento sancionador con rert!v.ncia 895-2023 inició:

en fecha posterior a la entrada-en vigencia de la LPA y que dicha regulación es aplicabic dc manera

directa ai referido procedimiento. Además, que el Tribunal bancionador oronuncio resolución nediantt

la cual dio inicio al procedimiento administrativo sancionador el día 29.-08,■ 2024. Del mismo -nodo, se
ha verificado que la corauiJcación del auto de inicio a la proveedora denunciada Sandra Uesiree
Rodrígiiez. Mvera,-file realizada de forma presencial en fecha 16/69/2024, ^ '

■ En ese orden de Meas, tie confo:rmídad con los Imeaniientos establecidos por la SCA, el conteo del
plazo de la prescripción del procedimiento (caducidad) debe realizarse a partir del día en que se haya
realizado la notificación deí auto de inicio-al presunto infractor. ■ ■ ■ ' ■ '

Asi, dado que ©i refe-rido acto de comunieació-n procesa! que verificó respecto de- la proveedora
Sandra Desirce Rodrigue/ Rivera, fue efeciivo el día !(i'0V/2024, según la aplicación del .irticulo 14-1
de Li LPC el procedimiento iaucionador debe finalizar, a roas tardar, dieciodio meses despucN es Jecu.
el 16/03/20:6. ^ :

Por tanto, e! Tribunal Sancionador comprueba que a la fecha de notificación de la resolución de
inicio a la proveedora denunciada Sandra Desirce Rodríguez Rivera, no se na superado el plazo máximo
de dieciocho meses para re.soKer el procedimiento administrativo sancionador,. por lo que, no hay
violación al principio de seeundad jurídica de la denunciada y se declara sin ¡ugar lasiipuesij l
del procedimiento alegada. ■

2, Asimismo, respecto de ¡a prescripción aiegada resulta.apli-eable lo previsto, en e! amcukr 14S
me:iso T' de lá LPA, en tantív e.s|ab!ece: 'Xm filmas de. fir&crípcUn de im mfraccione'^ % sanciones.



serán im que deienniñem ¡as mmnm que Im esÉabiezmn'\ Esta disposición es de importancia, pues

expresamente habilim la aplicación de los plazos de prescripcióii establecidos en. la LPC,

e$pecí.6.eame.nte en el artículo 107 (vi,gente ai .momento e.E que ociiiriemn los hechos denunciados) el

cual , establece que '%ús acci&ms pam imerponer denmcías par las mfracciones a la presente ley,

prescribirán en el plazo de tres mas contados desde que se haya incurrido en la supuesta infraccióm

Fs decir, el plazo geoerai establecido en la LPC para el acaedmiento de k prescripción extintíva es

de 3 años (artículo 107 de la LPC vigente al momento en. que oeurrieroo los hechos denunciados); asi

para los efectos del coiiteo del plazo para la referida figura procesal debe tomarse como parámetro la

fecha en que acontecieron, los .hechos que han dado lugar a !a aludida infiacción. En ese sentido, la

conducta que ha sido señalada como constitutiva de la iníracciéii. imputada se realizo en fecha

25/[ l;:02L:

Del mismo modo, el auto emitido por este Tribunal que dio m.icio al presente procedimiento

admlnistratívo sao.do:o.ador, &e en fecha,29/0S/2024 y se tuvo por l:ep.lm.ente notífí.cado a la proveedora

denunciada el dia 16/09/2024, es decir, dentro del plazo máximo para 'miitir resolución de inicio —tres

años, contados desde que. se haya incurrido en la supuesta infracción ( i 2{C 1 a 25/1,1/2024)- fecha

eti que operaría !a prescripción por ininistLno da ley.

•  Por tanto, el Tribunal Sancionador comprueba que a la fecha de notificación de la .rcsolucióo. de

inicio a la proveedora Sandra Desirea Rodríguez Rivera, no se había superado el plazo máximo de tres

anos para emitir resolución de inicio., por lo que, no ha .habido vi.o.iacion. ai principio da legalidad de la

deouixiada. . , .

3. Finalmente, respecto al argumento , que los med ios de prueba que se .han ofertado so o.

impertinentes., por lo que éstos no deben ser admitidos, debe -aclararse que el art. , 106 íiic, 6^ de la LP A

dispone: 'iLos documenim formalizados por los foncionarios a los que se reemoce la.cmdicíón de

amoridad y en los que, observándose las requisitos legales correspondientes se recojan los hechos

eou\'trJados por.aquellos, haránprmba de estos salvo que se airediíe lo contrario

\dcmas. el artículo 341 del Código Procesal Civil y Mercantil determina el valor probaiorio de los

ULstrumcnios. así: insirumemos púbikos constituirán prueba fehéicienie de ios hechor, uTíos <>

estado de cosas que documenten: de la fecha y pej'sonas que ímervíenen en el fnismo, así como iiel

fedatariij o fuñe km ario que i o expide. Lm imtrumeníos privados hacen prueba plena de vn come?udo

V iUoryatues. si m ha sido impugnada su autenticidad o ésta ha quedado demúsírada Si tm quedó

demosírada iras ia impMgnmiám, los insírMmemiúy se vmiúrarán conforme a im reglas: de ia 'sam

cridar il os resaltadv^í. ̂ ou nues.tros).. -/ • : ; .- . . ■ .. •

Por otra parte, el arocido éa.-dei Reglamento de .la LPC,. viene a .reforzar lo estipulado en el derecho

cornim ai establecer: Las actin^ mediante ím cuales ¡i)sfuncumanos Je ia iktensarla hagan constar ¡as



actuaciones que realicen, harán fe, en tanto no se demuestre con prueba pertinente y smciente su

inexaetitud o falsedad. El nmmo valor probatorio tendrán los informes y otros documentos que emitan

ios funcionarios y empleados de la Defensoria, en el ejercicio de sus fimciones.

En ese sentido, el acta de inspección es clara al establecer que tanto la vigencia como las

restricciones no estaban detalladas en la misma publicación de la promoción ni dentro del

establecimiento, y como el mismo encargado del establecimiento lo menciona en la referida acta, la

vigencia está escrita en el cupón que !e venden a los clientes ai momento que se presentan y consultan

por la promoción, observándose en dicho cupón que áníeatnetite posee ta finalización de la promoción,

y la fecha de inicio y las restricciones únicamente se daban a conocer a los consuinidoTes de manera

verbal. Por lo tanto, la proveedora denunciada 0,0 logró demostrar con la prueba pertinente y saficiente,

que los medios de prueba presentados por la Presidencia de la Defensoria del Consumidor son

impeitinentes, así como tampoco logró comprobar que efécíivamente cumplió con su obligación legal

de informar a los consumidores sobre la vigencia y las restriecioiies apLicables a la promocicai en

cuestión.

V. HECHOS PROBAl>OSA'ALOR.4CTON DE PRUEBA

l. De informidad con los artículos 146 de la LPC v lü6 inc. 4^ de la l.ey de Procedimientos

Administrativos, las pruebas oportimas, pertinentes y cotiducentc.s aportadas en el procedimientOi serán

valoradas conforme a las reglas de la sana crítica; a e.!í.cepció:n de ia prueba documental, la cual se

realizará Goníbrtpe al valor tasado de la m isma éii el derecho coniún.

En ese sentido, la Sala de lo Constítiicional. en la resolución ílnil pronunciada en el pr

acumulado . Goia número de referencia 23-2003/4!-2003'50-2iH)3 1 200c 21-20lb. de Icc.ia

18/12''2009,. en lo que concierne al valor tasado de las pruebas menciono Cuando ia ittiUzac . >n w

la máxima de experiencia viene predeterminada por la norma pmteujl, habiamús dél-sistema' de

valoración denominado prueba tasada o tar^ legal; es decir, en la prueba tasada o tarifa legal, lo

que hace el legislador es proveer made las máximas que deben integrarse al rason'amientí} probatorio

Je! juez, como ¡a premisa mayor del s!¡(fo,\mo ftmdamema! sohv cada med:'" de prueba ' ei^

legislador señala una üfta de medios de prueba y a cada una le asigna un determinado y preciso valor

probatorio -certeza objetiva-; es decir que-, én este caso, amparado en la segtmdad jurídica,-el

■ ¡egislador-determina previamente la máxima de experiencia, aunque con distinta fuerza dependiendo
de lapjmelmdeque-se trate'f (Los rcsAltñdos sonmmstvQs). - o - ' • ' ■ ■

■ DiGho esto, él 'art. 106 inc. 6" de la LPA dispone; docimentos formalizados- por ho

funcionarios a ¡os que se reconoce la condición de autoridad y en ios que, observándose los cquiuto-^

legales-correspondientes'se reeqfan los hechos constatados por aqaeilos, harán prmña dc e^fos sah"

que se acredite 'lo contrario' "; ' ' - ■



Además, el artícalo 34i dei Código Procesal Civil, y Mercantil datermiaa el valor probatorio de los

instrumentos, así: ¿mstrmmentm:púbiims constituirán prueba fekacieme de ¡os hechos, actos o

estado de cosas que doctmeníeri; de la fecha y personas que intervienen en e! mismo, así eomú del

fedaíariü o Jmcionario que lo expide, Lm hacen prueba plena de su contenido

y otorgantes, si no ha sido impugnada su autenticidúd o ésta ha quedado demostrada. Si no quedó

demmtmdü tras la impMgnaeión, ios msitumemías se valoramn mufórme a las mgim de la sami

críiictí\ (Los resaltados son nuestros).

Finalmente, el art.fciiÍo 63 del Reglamento de la LPC, viene a reforzar lo esíipü.lado en el. derecho

comiin ai establecer: Las acias medíante ¡as cuales los fimcíonarios de la .Defemoría hagan comtar ios

actuacimes que realicen, harán fe, en tanto no se demuestre con prueba pertmenie y stificiente su

mexactitud o Jais edad. El mismo valor probaioriú tendrán los informes y otros documenios qm. emitan

los Jtmciammos y empleados de la Defensoría, en el ejercida de sus funciones.

Así las cosas, para daterminar los hechos probados relacionados coa la comisión, de la infracción

regulada en el artículo 43 letra n).de la LPC, se se.guirán las disposiciones c.itadas previamente,

2. Coiisían. en. el. expediente administrativo los slguie.ntes medios de prueba:

a) .Acta 0002477 — 3 y 4— da fecha. 25/11/2021, por medio da la cual se esta.b!eee que la

Defensoría del Consumidor realizó inspección, con el fin de verificar ia promoción denominada ̂ 'Black

Days kíánicure y Fedícure $20,00 publicada en redes sociales,

b) Impresión de captura de pantalla, tomada dé la publicidad de la proveedora en la red social de

FacelM:)ok, y copia del cupón, de la publicidad firmada y sallada por la encargada del establecimiento

(folios 5 )■ 6), mediante las cuales se establece el m.edi.(:). de coiiiunieacióii. y ei.-incunipbmiento de los
reqiiisiíos legales ■ mínimos con ̂ que fi.ie dada a. conoeer a ios consumidores la promoción que
textualmente se.lee: "BlackDays MhnicMrey Fedicure S20,00'\

.  . , En. relación con el mcumpíimiento mencionado.p:revíam.eii.te,, se puede destacar que tanto la \igencia

como.las restricciones,no estaban detaí.ladas en la misma publicación de la promoción ni dentro del

establecimiento, y se comunicaba verbalineote a los con.sumidore$ y o.o por los medios idóneos exigidos
por la ley .

¥L AAALISLS DE LA CONFIGURACION Dli LA LNFRAC €!ON

,L Ahora biem e,sre rnbunal estima conveniente realizar ciertas delinuiacioneb concepiualeb en lo
que al tema, de promoción, concierne, y cuáles son. las circunstancias propias que con.fi.guran el

com.etimiento de la infracción establecida en él artículo 43 letra ri) de la LPC. ■ '

Sobre el mismo, es importBnte . señalar que, desde una, pe.rspectíva meramente jurídica,
espLCitkaniente en lo que a derecho sancionatorio se refiere, se abordaran la lemauea de proniocion
L laio que dicho tópico puede ser abordado desde diversas areas del conocimieotoypor lo que este



anaíiíis no pretende inmiscuirse en otro tipo de obsurvaciones que no sean las estrictamente necesarias

para dotar de conteíaidoj^irídico a la regulación punitiva que efectúa la LPC.

En primer higar, y desde una perspeetiva tradicional del marketing, hay 4 componentes en la

denominada mezcla del nMirketmg, d. saber: a) producto, b) preció, c) promoción y, d) distribución.

Ahora, dentro de la proinoción se encuentra la publicidad y la promoción de ventas. (Kenneth E. Clow,

2010)*. En ese sentido, los artículos 16. 30 y 43 letra n) de la LPC se encuentran vinculados con el

último concepto mmcionsdo-promociófí de ventas'-.

La pr&mocíón de ventm consiste en todos los incentivos ofrecidos a los clientes y inietnbros del

canal para estimular las compras de productos, la cual adopta dos tomias; la promoción para

consumidores y la promoción comercial. Para el caso que nos concierte, la promoción para

consumidores se refiere a los incentivos x|ue se ofrecen directamenté a los clientes existentes o a ios

posibles clientes de la empresa. La promoción para consumidores está dirigida a aquellos que realmente

asan el producto, es decir, los usuarios finales. Una de las metas principales de im programa de

proraocioBOS dirigidas a los eorisutnidores es persuadirlos de dar eLíiitimo paso y efectuar la coínpra,

(Kemieth É. CIovV, 2010). ■ ^

Asmiismó, es importante señalaj- las' dos categorías más generales de promociones para-

consumidores, a saber: a) las que se hacen para fortalecer la franquicia y h) l.is que se hacen para generar

venta.s.

Para el análisis que concierne a csie procedimiento, los promociones que .se hacen para generar

ventas se centran en las'ventas iiimecíiatas, más que eti el valGr capital de marca o'sn la ieaítad, por

■'■medio de descaéiitos, cupones, reembolsos, devoluciones, premios y odos incentivos. {'Kenneth' E.,
Clow,2(«0). ■ ■ ■ ■ ' ' '" ■ ' : ' * ■ :

Por consiguiente,*es fede esta perspectívaypromóctón ée venta,:que deberán estudiarse ios]

supuestos que dan cabida a la acción típica,ciíBsigBadÉ éii él articiilcí 43 letra n) de la .L.I C.
B, Delimitado conceptualmcnte ei ámbiu K onocimienro-de la infraccitm objeto de estudio,

corresponde ahora referirse a algunos de los supuestos determinados wi la le> que dan origen a ia ntisnu,
Antes de todo; es importante hacer la siguiente acotación; en relación con U> pr-mnocíones y

ofertas, de acuerdo a la regulación conlemda en la LPC, eslas están sujetas a dos principios e Je
Veracidad y el de temporalidad. En ese orden d:e ideas,'sé ha venido sosreniendt-i que para que -.e tenga;
por establecida la configuración de la infi-acción prevista en el íirliculo 43 letra ,i) de lu 1 PC. se debe
tener como premisa que ia naturaleza y esencia de las ofertas y promociones reportar una ventaja
comparativa al consiímidor, y su carácter e.xtraorámarte'es fe-que permite que el comprador tenga;

í un incentivo para llevar a cabo la traitsaccién. De esta manera, se ha entendido que no e.xi.sic nmgima

■  lo A B„

•0'" ■"
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venfaja si los bienes son vendidos o los sen icios prestados eo las condiciones habituales por ende, no

se estaría en presencia de ima promoción y oferta.

Dicho lo anterior, los artículos 16 y 30 de la LPC, priiicípalrDenie, d.ete:nEÍ:riaE los aspectos

obiigalorios que los proveedores deben mfomiax al m0meri:to de efecluar proniociones y ofertas

especiales de bienes o seryicios.

En ese sentido, .el articulo 16 establece lo siguiente:

''Requís ¡ios de las promúciones y ofertas.

Arl 16'^ Todo proveedor al establecer las cláusulas, condiciúnes o estipulaciones de Im

promociones y ofertas de bienes o servicios, y las cláusulas no negociadas individuaimenÉe, relativas

a tales bienes o servicios, deberá cumplir los siguientes reqtásiiús: ■

a) Cúncreción, claridad, y sencillez en la redacción con posibilidad de compremión directa;

b) Buena Je y Justo equilibrio entre los derechúsy obligaciones de las partes, lo que en todo caso

excluirá la utilización de ciámulas abusmas' y

cí .Ma úúndieíúnar la promoción u »Jeca a la entrega o no del recibo, copia o documenio que

(K redi te la operación.

■  En casa de duda sobre el sentido de. la promoción u úforia, se entenderá a jdvor del

cónsumidori- , .

Por. sil parte, el artículo 30 estipula:

'^Información de promociones ,

in JfJ - Cuajido se miUíme de promot ¡enesy oferias espec labs Je bienm^ o servicios, ios <\nnercuníe.s

estarán obligados a infbrmúr al. consumidor las condiciúnes, el precio tota! o las eiementos que lo

hagan deíerminable, la ditración de las mismas, por cualquier medio de publicidad o medíame avisos

o carteles/Jados en lugares yísibles del estaMecimiento o etiquetas adheridas a Jos bienes'S

Dé ma.n.erE genera!, y sin que ello comprenda todos los siipnestos que la ley y la casuística puedan

arribar, se proceden a explicar los que en la praxis soelen darse con fraciiencia. Posteriormente ÍC7), se

haran kis ccmsideraciones necesarias en a.l caso concreto..

iv En cuanto a las condiciones, debe tenerse .en cuenta' lo dispuesto en el articnio ló letra a) de la

LPC, según el cual: "Todo proveedor a! establecer las ciámulas, condiciones o estipuiacíoms de las

promociones.y ojkrtas de bienes, y servicios, (i J debe cumplir ¿os sigmentes requisitos: :a/ Concreción,

claridad y sencillez en la redacción, con posibilidad de compremión.directa

Eli línea con- lo anterior, en cuanto a las condiciones aplicables- a las proniociones, n ofertas:

especiales, es importanre considerar lo sostenido por este Tribunal mediante la resolución de las 08:41

.horas del día 06/01/2()()9, en relación a la utilización de la frase 'Tesi iitc^ones aplicaiD: en la. que señaló

punlLialmeale que ^ Jicka rras., nmu como sustento la inmimiisiia le aar a cono^. er tales Itm'tantes



en el marco de la brevedad propia de ios anuncios publicitarios. El problema de ¡as remisiones hacia

fuentes informativas distintas del anuncio examinado, implica cargas para el consumidor ai verse

obligado a adoptar medios distintos á la publicidad original para poder obtener parte de la información

relevante para la oferta; debiendo considerarse además la factibilMad de acceso-a ¡a misma por parte

de los consumidores de acuerdo al -segmento de mercado al que pertenecen. " '

Respecto de dicha resolución, ta SCA confirmó la legalidad de lá misma mediante resolución 274-

2009 dfi fecha 14/1.1/2012, en, la que además sostxi¥o: "(...) que ün, anuncio publicitario debe poseer la

información necesaria para que'ios co0Siimidores oo tengan, que recuirif a otra clase de medios para

complementar la informacióo i,nicial, por lo tanto ai tener que reoiirrir a esta acción significa que se ha

om itido informar de una manera clara y adecuada a lo ofertado por el proveedor, por ios argumentos

expuestos es que esta Sa'la considera que la conducta por la actora es atentato.ria al derecho de ser

debidamente i,o,formado el consumidor".

2. En relación al precio total o tos elementos que lo hagan deteriBinable, cGnlleva a que debe estar

lo sufic-ienteraente clara la cantidad que el consumidor' pagará por la prestación de un .servicio o la

adquisición de un producto, máxime en aquellos casos en que se da la facilidad, de pago a. plazos^ pero'

donde únicamente se determinan .las cuotas que se deberán ■ cancelar, niás no se indica el tiempo ni el

valor total que los consumidores sufragarán,'Lo anterior, supondria una desventaia informaiisa para el

consum'Mer, lo que pudiera incidir a la hora de tomar una decisión de consumo. Configurándose, en

sentido material, un incumpli.mien.to del proveedor respecto 3 esta^.xtgen^ia.

A.hora, en la práctica también se utiliza lá modalidad, de pioiuoción y oferta estableeietido

poreentaies de descuentos, dicho'elemento hace ■detenniiiable el valor que el consumidor pagará por un
bien o prestación dé servicio; por eoosigiiiente, no implic'arto una inobservancia a este requisiro. ' ■

J. Fn lo que respecta a U v isencia, ota exigencia es prácticamente la esencia dt estas propue>;a.N
de co:Eitratación:, pues significa que el proveedor ofrece una ventaja extraordinaria ai consumidor, ia cual

, podrá'ser gozada en un período de tiempo específicamente determinátlo o qiie-puede-ser determinabie-, :
■  Eli ese orden, en la-práctica,- para evStable'cer la'vigencia de una promocióii seoh-ah-toistiiiguido

básicamente dos formas -sir! perjuicio que puedan vislumbrarse otros, es decir, no es una lista laxanva-.
ra) plazo'cierto-toetentrmadm--y b), co!ttiicionan.te--d:eteTm.ínáh ■ - " , - ■ ■

s  a') Se entiende a plazo cíertos-cuando sé estipuiá una fecha de inícioiy'de tinalizacióni -Ahora bie'n,
muchos proveedores suelen consignar sólo una techa o referirse a un mes, dta ícsiiv o, penoüo x icacionai
'o celebración, entre otros; lo cual, devendría en un/intuxinplimimto de-este requisito. A manera de;
eieo:íplo,- las-expfesioiies como; " fíi/íí/o/tasto e/ 31 de agosto" fFálidú a partir debí de-septiembrdg
"''Válido sólo este mes'á •' Válido sólo este' día'', no serían suficientes para tener., por cvtmpiida - dicha-
exigencia, pues.en la primera no se consigna la. .fecha de inicio; en-la segu.nda, la de finalización; y, en;

f ' 11 ' . ■' . .



las úitimas dos. no tienen ninguna fecha. Se hace énfasis, nuevanienre, en que debea tener fecha de

iiiicio y ftializaeiÓB para que sea conforme a la LPC.

b) Se entiende vigencia bajo condición, cuando la promoción subsiste mientras no se dé un

supuesto de hecho específico ™-estipuIada en ella'- que le pone fio. a la misma. Ejemplo de lo anterior es

ia muy oíiü.zada frase: '^.ifcsra agoíar exisiencias''-. No obstante, esta última form.a debe ajustarse a los

requisitos y principios establecidos en la LPC para poder considerarse válida.

Sin. peqoicio de !o anterior, este Tribunal tiene a bien aludir a jo que se ha dicho en derecíio

comparado. Al respecto, en la resolución de fecha 15:/03/2Q06, en el caso identifícado como 044-

2006/(XD del INDECGPI (Instiíiito Naeio.nal de Defensa de la Competencia y de la Protección de la

Propiedad Intelectual), el Iiistituto indicó que si bien Ripley incluyó una duración, para la promoción

anunciada ésta fm condicionada, al agotamiento de una cantidad de unidades disponibies-qoe sa

eo.contraba. indetamiiiiada luego de un análisis .integral y supeificial del anuncio cuestionado. .En

consecuencia, se observó que., ante la percepeió.n del consn.iiiiil0.r. la duración para la. proiiioeióii

:a.iiyiici.a.dE no se en€0,iitraba planteada eon la elaridad. qm ei:ige el prineípió de veracidad., a

efectos d,e qne .tos €onsii.inidores pndieraii acceder a liilb.riii.adaii rekvaiice y iieeesaria para

adoptar mna deelsión. de cofisniiio adecmadaiaeiite meditada y, ce coiseciiencia, satísfeetoria a sus

intereses..

Por consiguiente, estipular la vigencia de una piomoción a través de frases como ''hasta agotar

exmencías'' es un que, por sí mismo, genera confusión a los consumidores que quieran, gozar

de aquélla .(por la ambuutciid m la mfbrmacióo), aun estando Juiáo a una fecha de finalización-pues

^u u>o puede llegar a invalidar tal fecha--. .A.sí, por ,ejemplo, existe la posibilidad de que .un consumidor

quiera hacer valer una ptomoqión y no pueda, porque el o ios prod.iictDs ya no se encuentran dispo.QÍb!es

y, por ende, dejaría de estar vigente.. ■ . .

■  : , De aK.i que, para estos casos, se vuelve necesario acompañar esta frase, con otros elementos

■infbmativos más.precisos que hagan previsíbíe la fínalizaclón de- la. proinocióncy, sobre todo, que sean
daros y concretos, con posibilidad de comprensión directa, tal como se colige de lo señalado en ios

artículos .16 letra a) en relación al artículo 30 ambos de la LPC.

En. suma, 1.a ambigüedad, en la correcta detemiinaeioii de la vigencia de la. promoción, ofrecida al
consuínidca. podría ser capaz de defraudar las expectativas razonables que este último tiene respecto del
perado ofrecido, puesto'que ia correcta delimitación del período en el que se.puede, optar al benefimo
promocional coadyuva.a la tp.ma de decisiones de consumo y garantiza su de.rec.hD .a-.fa.Ínformacioa

C\ Con base en los elementos probatorios previamente,señalBdos y.'eri v.irtud de is^ presumiém ée
■certeza goza el acta de inspección de la Defensoría del CoBSiimidor.y.así corno de ios documenlos

x|ue,torinao parte,de la misma (cu el caso concreto, la impresión de .captura de-pantalla tomada de la

1.2



■ pubiicídad de !a proveedora er¡ la red social de Facebook, y copia de! cupón de la publicidad firmada y

' sellada por la encargada del esíablecimiento, íbÜQS 3 a 6), este Tribunal establece que ejsisie prueba

suficiente para determinar que la proveedora denunciada, irieumpíió la obligación regulada en el articulo

30 de la LPC: "Cuando se iratare de promociones y ofertas especiales de bienes o servicios, los

comerciantes estarán obligados a informar- al consitrnídor las condieiones, el precio total o los

elementos que lo hagan determinable, la duración de ¡as mismas, por cualquier medio de ptrbkcidad o

mediante avisos o carteles fijados en lugares visibles del estahlecimienío o etiquetas adt » a los

bienes" por cuanto la proveedora realizó ana promoción sin brindar la iníorn m mínima

requerida, es decir, incirtnplió la obligación éstablecida en ía reterida ihsposioión legal al no dar a

conocer a los consumidores ia vigeacia y las restricckmes de la inisma, ya qae estas no estaban

detaüadas en !a misiaa publicación de la promoción ni dentro del estabieciinleato.

En conclusión, la reffericia omisión, pudiera inducir a etror a los consumidores en cuanto a la toma

de sus decisiones, de consumo, párticularmente, respecto a la éxpeetativa del beneficio ofrecido por la

promoción. . '

leniendo en cuenta lo eKpue>lo arueriomienlc, -jilri, la bese de lce> hechos probador con W

Jocumenios agreuados de ts t a ó. se crtnclnyc que la pto-v vd i i etectícunícrifc ic.a!i/.o hi protuociót»

u oferta especial de bienes, en contravención a lo dispuesto en la LPO. I o anterior, contigura 'a conducía
ilícita establecida en él artículo 43 letra n) de la LPCó, '

.4b.o:ra bien, establecida la conducta-ilícita, es mportante ha.c6r referencia al tema L il{ mi dad,

así; ■ ■ ' ' . ■ ■ ■ ■ ■ ■ V " ,

El principio de culpabilidad esta reconocido por el artículo 12 tln, que prescribe: aft kda persona a

quien se impute un delito, nc presumirá inoeenie mientras no ?c pruebe su culpabilidad confonue a ía
ley V en juicio publico, en el que re le aseguren todas las garantías necesaria» para su defensa»,

disposición que e» aplicable m> .stdo cti el ámbito penal, sino ademas ett el admmisirativc^ Naacionador
t,sen.icncia de inc. .'^-92 Ac. ó-^^2 de la Sala de h- c'onstrtucionaL doce 'n-ias (Ad dieci.óete de diciembre
de mil novecientos noventa y dos).-

fn este sentido, la Sala de kr-CoiistitiiCíGnaT respecto al prnc.pto de euipaothdad cu materta.

administrativa vaiicionadora ha expresado que «Le]l principio de culpabdulad en wSut rnaur a supone el

destierro de las diversas Fonnas de responsabilidad objetiva.-y rescata la operatividad de dolo > la culpa

como formas de responsabilidad. De igual forma, reconoce la maxima de una responsabJidad ousona!

por hechos propio.s. y de fonna correlativa un deber procesal de la Administración de evidenciar este
aspecto subjetivo sin tener que utilizar presando-nes legi.slat!vas de eulpanindad, es dccu. que re veda,
la posibilidad de una aplicación automática de las sanciones únicamente en ra.'on .IcI resultado



producido» (saoteiicia de ínc. IS- 2008 de Sala de lo Constitucional doce horas veinte minutos de!

veiíitinueve de abrí!, de dos m.il trece).

(?abe destacar que ima de la subcategorks o coroiarios del. p.rmcípi:0 da cuipabilidad. es la

responsabilidad por el hedió o respotisabilidad por i.a acción ilícita co.mo se denomma en la doctrina

administrativa sancionadora. Este priEcipio implica que la sa.iició.n unicameoíe puede recaer a quien en

fbnTia dolosa o culposa ha partieipado en los hechos que configuran una acción ilícita; así lo expone

Nieto al referir que «[e]l. gravanien que la sanción representa solo podrá recaer sobre aquellas [pe.rsDnas]

que han participado de forma dolosa, o, culposa en tos hechos constííiiíivos de infracción. Por lo tanto,

no es posibia exigir responsabilidad por la. sola existencia de un vmculo personal con el actor o la simple

titularidad de da cosa, o actividad, en cuyo marco se produce la infraccióo. La exigencia de

ki.di\idiiaiización de la sanción supone ini velo a la responsabilidad objetiva» [Nieto. .Alejandro,

Derecho Administrativo Sancioiiador, qiii.rila edición totalmanie refeniiada, Madnd« Editorial léenos,

p. 329,.201 i], .En este orden, conforme a! principio de culpabilidadsoíamerue responde el administrado

por sus actos propios, de este modo, se repele la posibilidad Je co.o.strüir una responsabilidad objeiiva o

basada en la simple relación causa! indepeiidiente de la voluntad del autor. En congruencia con lo

expuesto, en el Derecho Administrativo Sancíonador, debe respetarse el. principio de culpabilidad, de

ra! suerte que el elemento, indispensable, para sancionar un actuar, as la determinación de la

responsabilidad subjetiva. (Sentencia aniítida cii el prpccsi^ 90-2014 por \i SALA. DE LO

CON I hNXdOSO ADMINISTRAUVO DE LA CORTE SL í kEM \ DF JUSIICI a ías caiorce horas

cí.rxuenta > uno rmnutos del veinticuatro de octubre de dos mil diecinueve.

cu reiacion con el tema de la responsabilidad subjetiva de la proveedora denunciada, este Tribunal

considera necesario analizar si la misma ha obrado dolosa o cuando menos culposamente; es decir, que

!ü irdnsgresióa a la iionna ha\d sido querida o se debo a imprudencia o negligencia. Por tanuv la

existencia de un nexo de culpabilidad constituye una condición para la configuración de la condncta

.sancionablc. ■ ■ j

Ahora bien, en el presente procedimiento no !m elementos suficíeotes como para determinar que

tai omisión hava sido producida de manera dolosa. No obstante, a partir de ios hechos probados > las

circunstancias en que se dieron \o^ mm-nos. ha quedado establecido el comeúmimto de la infracción de

manera culposa por parle de la proveedora, pues ha e.xistiJo un Jeficii de organi/acion. de modo que su

vonducta es reprochable cuando no se toman las medidas suficiente^ para impedir que se cometa la

infracción. En otras palabras. la proveedora Sandra Desiree Rodríguez Rivera no acreditó una correcía

organización a efectos de impedir la coocurrencia del ilícito :

VIL PARAMETROS F.AiLA LA PETERMINAriÓN BE Í.A SA.NXTCiN

.14 ̂



Como se expuso en íos acápites precedentes, se estabieció ía comisión de la infracción grave
contenida en el artículo 43 letra n) de la I.,PC, lo cual se sanciona con multa hasta de doscieotQs salaiios

m-ínimos mensuales urbanos en la industria (artícaío 46 LPC); por consiguiente, es facultad de, este

Tribunal determinar la sanción y cuantiílcar la multa que corresponda, a la luz de los parámetros

establecidos en la LPC, su reglamento y la jurisprudencia aplicable.

Así, el artículo 49 de la LPC establece ios criterios para la deterrainación de la multa, siendo estos;

tamaño de la empresa, e! Impacto en ios derechos del consumidor, la naturaleza del perjuicio causado o

grado de afectación a la vida, salud, integridad o patrimonio de los consumidores, el grado de

intenGÍonalidad del {nfractor, el grado de participación en la acción aooiisión, cobro indebido realizado

y las circimstancias en que ésta se cometa, la reincidencia o incumplhiiiento reiterado, según sea el caso.

A continuación, se concretará cada uno de ellos, en lo aplicable ai presente caso:

a. Tamaño de la empresa.

Según la Lev de Fomento, Protección y Desarrollo de la Micro y Pequeña tmpresa (ley Mype) en.

su artículo 3 define aias micro y pequeñas empresas de la siguiente masera: "Mieroempresa: Persona

natural ojurídiea que opera en-los diversos sectores de la economía, a través de una unidad económica
con Urt nivel de' ventas brutas anuales hasta 482 salarios Mmimos menstuuss de rnavor cuíipíxí y nasta

10 trabajadóres. Pequeña Empresa: Persona natural o jurídica que apera en ios Jivertii': se, toros, de
¡a economía, a través dé una unidad económica con m nivel de ventas brutas anuales manees a 482 y

hasta 4:, 817 salarios mínimos mensuales de mayor cuantía y con un máximo Je 5v irjbaiador'.n "

A partir de la doeuineñtación presentada por la prowcd.^r.i, iOtT^istciue en: fttocnpia^ \íc ^
formularios de declaración del impuesto sobre ia Renlwt y Lontribiicioa hspecial correspondiente al

ejercicio-fiscal de los años 2021, 2022 y 2023 —4s. O a 18—: de los cuáles se puede.coLgir que su< |
ingresos totales durante si año 2021 --año en el que sueédierón los hechos denunciados- fueron d<. |
$246,026.99 dólares de ios Estados Imidos de América, que equivaleo aproximadamente a 6 i :i>aiaro-.; [
m,mim.Qs mensuales en el sector industria. ■ ■ ;|

En hilo de lo'anterior, este Tribuna! concluye que según, los parámetros del artículo " de ta I e\ ;|
Mype, la proveedoradeaunciada efectivamente obtuvo ingresos equivaleoles a los estipufedo^ en J'cha: j
ley para una pequeña empresa, por lo que para los efectos de la cuantiticacion de la nudt.v a^ --tri
considerada por este Tribuimlv guardando el equilibrio- entre la' ñnálidad disuasoria w la sanciottj
pecuniaria y el prineipio de proporcionalidad de dicha'medida, - -

-  Cabe mencionar también, que en eL presente procedimiento/ admiáistrativo sancionádor íaj

proveedora, infractora ha mostrado una condueta procesal que evide!iciá-e,l eumplimientó de su deber a
prestar laooíaboraciófl- qtte le'es requerida-pataol buen aesarrollo de los'prócedimientos (articuio I?,

- iiú mero 5 cié la
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k GrmÍ0 de ¿míemüMmmlidéM del iMfmctúñ

Este Tribunal considera este elemento en el seotido de analizar si el sujeto ha obrado dolosa o

cuando meoos culposamente: es decir, qu.e la traosgresíón a la oorma haya sido querida o se deba a

imprudencia o negligeocia de! siyeío. Por tanto, la existencia de m nexo de culpabilidad constituye una

condición para la configuración de Ja conducta sancionable.

■ Así en reiteradas ocasiones este Tribunal, ha establecido a través de sus resoluciones, conforme a lo

dispuesto en el artículo 40 inciso sagimdo de la LPCX que las infracciones admini.strativas son

sandonables aún a título de simple negligencia, o descuido., Eo ese orden, del aná!.isis de los hechos y

documentación agregada al expediente, este Tribunal determinó una actuación negligente por parte de

la proveedora, pues como propietaria del establecimiento, es ta principal responsable de adoptar tas

medidas necesarias a efecto de dar cumplimiento a las obligaciones que impone la ley de la materia,

como es la de realizar promociones^ y ofertas que .cum.plao: con los parámetros lepJmente esíableckíos,

esto es, que especifiquen, las condiciones., precio y vigencia, de las niismas.

En el presente caso, se configura plenamente una conducta negíigeme por parte de la proveedora,

por no dar a conocer a los consumidores la vigencia y las restricciones de la promocióo, ya que éstas no

estaban detalladas eo la mís.m.a publicación de la promoción ni dentro del establecimiento. Y es que,,

como propietaria del establecimiento, es la principa! responsable Je adoptar las medidas necesarias a

efecto de dar ciimpliroianto a las obligaciones que impone la ley de la materia, como es en e! caso de tas

pro.nioeiones ii ofertas al expresar de .manera clara y oportuna la duración, condiciones y restricciones

de las ofe.rt:as o promociones. Por lo que se configura. plenam..ente una. conducta negligente por pa:rte de

Sandra Desiree .Rodríguez Rivera, al haber omitido informar a. los consumidores los requisitos a,o.tes

meocionados, establecidos en la ley aplicable a las promociones y ofertas.,

re Gmdú de participmién en M aeción u ammém,

\ partir de o..n examen del presante expediente administrativo, queda •demostradp qoe el grado de

parné i pac en la infracción, de la proveedora, es directa, e individual, pues se acreditó que con la

impresión de captura de pantalla m id i de la publicidad de la proveedora eo. la red social de .Facebook,

> copia del cupón de la publícida i Iiiuada v sellada por la encargada del establecimiento. ífolios 5 v 6),

-publicidad realizada por la proveedora denunciada Sandra Desiree Rodríguez Rivera- se cometió la.

acción prohibida en el artjcijk> 30 de la LPC. consistenle en reafi/ai picmociones sin dar a conocer a los

coüsimúáorts la \ igencía y las restricciones de la misnia, ya qm no estaban detalladas en la misma

publicación de la promoción ni dentro del establecimiento, Lírciinsiancia que pudo .haber indocido a

error a lo,^ ccnisumidores al riiornento de requerirla.

d. Impacto en ios dereckm del eomtimidmy naíMrúieza de! pepimiem ocasiúmndo.
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Éi" pape! del consymidor es esencial para el desarrollo de una economía social de nK^rcado En

efecto, la eooipetencia :o.o es otra cosa qne la pugna aiitre competidores por captar la preferencia del

oiayor nufíiero de consiiiiiidores; razón por la ciiaL la decisión libre del consumidor,va. a ser determinaote

en él resultado fina! de esta lucha. No es posible imaginar un sistema económico de este tipo sin, entender

que su figura central es el consumidor.

Esta ftiBción. que cumple el consu:m:idor denlro del mercado, por un lado exige a! Estado que,

oiediante un rol promotop genere las. condiciones para que los piu^etdoie^ brinden, ai ccnsurmdor

información, veía/ acema de ios productos.y servicios que ofrecen en el rnemado. Por otrc^ lado, los

eonsiimidores. c ̂ lente^ del papel que ciimplén en. la ecoeomíá y cíe 'a li dsccndencia de.l niismv^ para

el correcto fiincionamiento del proceso competitivo, deben tenar un cornportam,ie.nto activo, requiriendo

dejos proveedoics rúa} u v .mejor información, a fin. de que éstos niejoren la calidad de sus productos

y/o servicios y; en woii^evueneia, contribuyan al desamo lio de los mercados y a la consolidación del

sistema economices

i.a obligación de brindar mfonnación \era/ se sustenta en e! hecho de que t:ra repercute en une

mayor transparencia en el mercado, lo que a su vez íacílita d v n ̂iui\hk<t li adopcio i da deciNumes de

consumo adecuadas a ruerese>. creruido de cnIc modo una ma\or vompcKncia entre lo^ agentes

económicos..

Por otra, parte, en el mercado, los agentes económicos ciientan.cao. una .hi^rranueota pnncipa. a .

travos de la cual informan a los consumidores sobre la existencia de sus btenesS > ; o :>eí\ naos. E Ja Cv

U acTiv dad publicitaria,, la mitoia que consiste en dar a conocer sus oferta^ ^ pemuidu a

ccnisuinidores para que contraten las mismas. Sm perjuicio de lo anterior, la actividad pubhcuarui

Nuualnxnie resulta ser una herramienta para reducir la asimetría infoniiaioa existemc entre

consumnlores y ios proveedores de bienes y/o ■'í.^rvicios, dado que procura que os JcvSiinatano^ úc la
pu.blÍcÍ.dad'tom.en sus decisiones de Ci>n^umo basados en'.la saiistacc ion <ie »us necesivladcs c o el j
a ^as intereses.

De este modo, a través de la publicidad comercial se informa al publico en general de la existencia
Je un determinado producto o serviciD, lo qué ayuda a reducir los costos de transacción de acceder a
información-en que deben incurrir ios consumidores para adquirir y contratar bienes \ servicios. .La:
publicidad comercial conlkva una finalidad persuasiva que e^s la Je atraer clientela mediante la
presentación de las caracten^iuas fe\ürables y ventajas de los productos o servicios oirccidos o la
exaltación Je scntimieoios en el consumidor que puedan ser vinculados con aquello que se ofrece
Finalmente, al ser la publicidad comercial parte integrante de la actividad empresarial, es un mecanismo
típico de competencia, pues constJtuve una de las herramientas que disponen los oíereotcs para desvia..i:
la dienrela hacia sus productos o servicios, y asi incrementar su participación v poder en el mercado >,
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consecuentemente, sus ganancias. De acucrdú a lo anterior, la publicidad comercial resulta ser un

elemento esencia! para que e! sistema económico fiincione adecuadamente. Es por ello que las

afirmaciones qoe se consignen en cada uno de los eíemeníos publíciíarios neeesitaB ser veraces.

Eo el caso concreto, es pertinente señalar que la configuración de la infracción administrativa

relativa a realizar promociones u ofertas especiales de bienes y servicios, en contravención, a lo dispuesto

en ia LPCi —artículo 43 letra n.) de la LPC— transgrede el derecho de los consumidores a recibir del

proveedor la ffifo.rm.ac¡.Qn compieta, precisa, veraz, clara y oportuna que determine las características de

los productos y servicios a adquirir, y si bien no se lia probado la coo.figuració:o de un daño concreto a

una persona en particular, este Tribunal reafímia que la acción que defio.e la infracción consiste en

realizar promociones ii ofertas especiales sm la Información mínima legalmente establecida en relación

coo el producto o servicio que se iiiteiiíaba vender y esto es capaz de ocasionar un perjuicio en al

colectivo de consu.m.ídores a quienes iba dirigida la promoción examinada.

La. infracción administrativa atribuida a la parte actora es la realización de promociones ü; ofertas
i  ̂ ^ .
I especiales en eoo:tr avene ion a lo dispuesto en la L:PC; Tal. como se señaló supra, a partir del articulo 30

^ de la LPC la proveedora esta obligada a irifonriar al consumidor las condiciones, el precio totn o [os

^ elerncnios que lo hagan determínable, la duración de las mi.smas, por cualquier medio de publ}i.^diíd o

med'ant?; avksos o carteles fijados en lügare.s \isfeles dei cstabiecimknto ^ etiquetas adheridas a los

i bienes.

■  LÓvifomic con la delirnilacioo lipica realizada, la imposición de la multa rcspecuva obedece a la

constatación de ,1a fiilta de la infoniiáción m.mima requerida por la. ley- para la realización de la promoción

u oferta, especial, es decir, basta, con advertir que se iocumple alguna de las condiciGnes esenciales

■efogidas por el art, 30 LPC/

En consecuencia, resuita indiferente comprobar si se ha causado un peiju.icio concreto a la esfera

jurídica de los destinatarios de la promoción, ya que al solo hecho de constatar la íalta de in..forínación
co.rnpfeta > veraz sobre la promoción causa un perjuicio potanciaí capaz de inducir a error o,confiis.!,ón

'sobre el contenido de la..promoción ofrecida al publico,
Eo este punto, debe recordarse que la Sala de lo Coolenc:oso Tdrruriiiitrativo, en lurispriidenfea,

ha ifinmado que el legislador, atendieodo al bien jurídico a proteger, puede clasificar las conductas en
uiriai.mmies Je lesión e ínímccio.ii.es de peligro (con^^^^^ > dbstractot I a ubicación de ia infracción en
vUda vfesitfoación dependerá de la descripción típica que haga c! legislador.

las infracciones de lesión exigen demostrar la lesión efectiva ai bien jurídico Uilelado: las de
pebgio cotrcreio constituyen supuestos en los cuales se exige el peligro elecri\o sufrido por una persona
en especitlco; e'ii las de peligro abstracto el legislador, atendiendo a la experiencia, advierte una
peligiosidad peñera] de la acción típica para un detennirKuio bien jurídico, a partir de una vaioracion

lá



probabiiística, por lo que. con Í.a tipificación se dispone adelantar la barrera de protección sancionando

el accionar., sin esperar 1.a. realización, de un peligro concreto de una persona detenii.iiia£Í.a o da la lesión

efectiva.

En congriiancia con ello, se advierte que la infracción administrativa relativa a realizar promociones

u ofertas especiales en contravención, a io dispuesto en la LPC -artícuio 43 letra n) de la LPC~ pone en

peligro, de forma abstracta, los bienes jurídicos de los consuniidores, sin qne sea. necesaria una

afectdit.u n v,oncreta; este criterio se >^11 dienta m la natnraleza. asimétrica del derecíio de consumo y,

precisanKüte., en 1.a asimetría informativa que los consumidores padecen (Seotencia emitida el

08/01/2016, emitida en el proceso contencioso administrativo de referencia 344^2010),

En e.ste orden de ideas, y tomando en cuenta la Jurispriideneia antes referida, se puede afirmar que

para imponer la sanción respectiva en el presente caso y, además, para graduar la misma, (a) no es

necesario comprobar ni lUbtinLar una afectacicio concreía y material en la esfera de les corusiinudores.

derivada d.e la realización de la promoción n oferta especial; (b) ni que existan denuncias de persona::»

que hubiesen contratado ios bienes o servicios ofertados por medio de la promoción. Así, ia rntraccion

administrativa saneionada por e! Tríbimai Saneíoñador es rma ínfracaión de peligro abstracu óaUO :

constatar ia mera ■ reahzacum Je la promocidn sin cumplir- con las condiciones mínimas re^iueriJas

¡egalmeníe para generar o/ neseo de que ios commnidores cmsíderen que se está afr^eienJ^'^

^producto o servicio con carac térmicas ventajm o beneficios qm en.realidad no posees am ante un

' período qué no corresponde y qnitándoies laposibiiidadde determinar el precio de lú'qfrecidommpacto

o a/éatacíón abstracta de ios-derechas del consumidor que implica ¡apuesta en peligro de hs bienes

iurídieas protegidos par la LPC-: ' ■ ■ • ^ ' ;)

En ese ordem es períineme señalar que la infracción administrativa relativa a realizar prunociooe<

•y ofertas especMes de bienes y servicios-en coníravención a Indispuesto en la LP1\ en a )

■cumplir con los requisitos-establecidos m el artículo 30' de la .EP€y aun cuando no se mmenabce algún j
tipo de periúício^ a los' consuniidores, -se configura con la so ¡a. inobservancia de la norma ^^uncrativ j de j
consumo al acreditarse la omisión de los criterios legalmente establecidos en ia promocam ic \enia
sonietida a estudio. , ' ^

' En el presente caso, este-Tribunal'estima que la falta de la infónnacioB en. relación a la vigencia y;
la^ itstrKCiünes de !a promoción analizada, es capaz de generar eiTor cu los consumidores por haberse
ccnstatado ta omisión del contenido mínimo relevante para acceder a la misma, ,

... Cobro mdebtdú reaiizádú, im eircurnsmHcim em qm estu se commy ebbeméflciú qm obáema
eiiufraciorc "■ 0;- ' ,c -c-

'  Este parámefiX) séiá considerado segíio. lo establece la Sala de Id C on-^iiiuci^aiai en la -scntení^ia du.
mconstítucionalidá^^ 1:09-^2013 de fecha 14 .de enenv-de'lOló. en la que ^eña!a que uno de kis;
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factores de dosiiiietna puniti\a es: "o / el henefkio que, sí ih'-aso, obtie le i ^ ipbactor con ei he<.hi? "

Cooibrme a ello, deberíamos tener en cuenta el votomen de ingresos de la infractora por la

comercialización de los productos o servicios promocionados, esto coiistituirla el beíieficio ilícito

obtenido por el. infractor.

Así., para el. caso que nos ocupa^ !a infbraiaeión relativa a la vigencia y las restricciones de la

promocióo., no era dada a conocer a los consumidores por la proveedora, acreditándose el

ÍB.cnrnpli:mienío del deber de informar al po.bl.ico coo.siimido:r tod.a la información reícvante de las

promociones, por m.edio de iiiia forma idónea según, lo estipula k LPC.,

Por lo qne este Tri'biinal proced.erá a imponer una multa partiendo de! supuesto que las promociones

se diseñan y efeetáan con el objeto de geoerar ganancias (promoción de ventas, en términos precisos,

tal como se desarrolló en al romano VI, letra es decir, es im .hecho notorio que a las empresas las

define el. ánimo de lucro y que las promociones buscao generar ganancias., por lo cual se tendrá por

acreditado el extremo relativo a que la proveedora efectivamente obtuvo un beneficio con la promoción

examinada, aspecto qne será tomado en consideración para la. determinación de la sanción-

/ Fimiidad mmediuta o mediata perseguida cúm ía impúsicióñ de ím sanción.

Mediante la multa impuesta, este órgano pretende disuadir a la infractora Sandra Deslree Rodríguez

Rivera; quien ha cometido la .infracción descrita en el artículo 43 letra n) de la ¡..PCb con el fin de evitar

futuras conductas prohibidas en detrimento de los consumidores y que adopte las medidas .necesarias a

efecto de dar cumplimiento a las obligaciones que le impone la LPC..

,  Además, es menester sefíalar que este T.ribu:oaÍ, con la .imposición de la sanción —multa-™- busca

prevenir fiiíuros i.ncu.m.plimíentos a 1.a LPC como el que nos ocupa, .oiáxiine cuando todo proveedor de

bienes y servicios se .encuentra en la obi.igacióo de realizar proinociooes u ofertas espéciales de

conformidad con lo dispuesto en la L..PC, es decir, la multa a ímpooer by.sca potenciar el cu.m.plim!ento

de las obligaciones de íiifoniiacíón que ti ene todo proveedor, las cuales implican la realizacióo. de ks

promociones con las que. pretende incremeotar sus ventas bajo los parámetros legales es decir, con el fin

de saiya.guardar el interés general de los coiisumidores..

■  En tal sentido. habiendoNt \erificado que la infractora es una: pe.rsona natural, que ha sido

catalogada como pequeña que pretendía ohcerier ganancias a partir de la realizacióo de una

promoción, que no. cum.plia los parámetros legalmente establecidos, pero :coüS!derando la imposibilidad

para establecer a cuán.to ascienden las utilidades generadas como consecoencia. directa del. aludido

■i.o.oiimplím:i6iito, y en vista que para la configuración de la infraccióii no se,requiere la comprobación de
un daño o afectación .concreta en un particular, si.no que-basta con la sola' constatación del

■.iiieumplimiento de la relacionada obligaciéa legal, resulta razoriable la imposición da ana sanción
po-qx Kíonal a la sola venifoacton de aludido quebraniamícnío . '
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"In coB,secuencia, este fribunal considera qme en el presente procedimiento administrativo

saneionador resulta pertiEente fijar litia multa proporcional a !a Inobservancia de lo previsto en ios

aidícuios 16 letra a) y 30 ambos de la I.PC por parte de una persona natural, pues no se ha podido

determinar a cuánto ascienden, las ganancias obtenidas por la proveédora como consecueneia directa de

la iinpiemeotación de la promoción sujeta a estudio, .pero sí se ha logrado acreditar e! ineumplimiento a
una de sus obligaciones legales.

'"vmr^ETERMNÁCÍOÑlíír^ 5É LA
IvnJLXA

Este Tribiiiial, en uso de la. sana crítica -artículo 146 i.íic. 4^^ de .ia LPC - y habiendo considerado los

elementos del artículo 49 de la LPC, procederá a realizar el cálculo de la mulla a imponer a la intractora

Sandra Desiree Rodríguez Rivera, pues se ha determinado que ésta briadaba a los consumidores una

in.fonnació,n incompleta que no se ajustaba a. los parái.net.ros legalmente establecidos, pues omitía dar a

conocer a los consumidores 1.a vigencia y las restricciones de la proimoción.

Por consiguiente, y contomie a! análisis antes expuesto, considerando ios principios de tlisuasión,

proporciojialidad y razo.nabilidad que deben,sustentar la teposición. de la sanción, y de conformidad con;

lo regulado en el artículo 139 námero 7 de la LPA este Tribunal Saneionador ha decidido imponer a la
proveedora una multa dentro del margen estipulado por lev como coniccutncia para la comisión de las
infráccioEes de tal gravedad -hasta doscientos saiarios mínimos mcnst sa I es urbanos en la industria, según

el artículo 46 de la :LPC-~.

En tal sentido, habiendo conclúido que la iniracc:í.ón cometida es equiparable a ima in t'■accion gniN
la cual es sancionable con multa de 200 salarios mínirttos urbanos del sector iiidustna. conturmc o,-
artículo 46 de la LPC; que laf .roveed0ra es una persona natural cuya capacidad económica. paracKctos
de este procedimíentQ,.es la de una pequeSa.empresa, según el análísis realizado en el rmnano Vil d=,r
la presente resolución; que en nrzón. ■ del -grado de mt.etieion:.aHdad de la conducta cometida por la
proveedora, no se acredito el dolo sino negligencia; que esta mcutnplm con la obligación de leali/.a
promociones con los requisitos mínimos establecidos por ley; y que el datio o etcwto ...uiiaJo es

:coTJ.$umidGres con dicha conducta fiié de carácwr potencial, es decir, que para la conlmuracmn dt ta j
infracciÓH no se requiere ta comprobación de m daño o afectáción concreta en un particulat -.mo-que ]
basta con la consntfación del incumplimiento de la relacionada obligación' legal. v-,ulta ut/onab!e la;
imposición- de una sanciÓa. proporcional a -la sola verifrcac.ión de los aludidos quebranurihenn^^ i

Por tanto, a la proveedora Sandra Desiree Rodríguez Rivera, se le impone una mulla de DDS MIL :
CIEKTO NOVENTA DÓ!.ARES-DE LOS ESTADOS LDÍIDOS DE ,AMERICA iS2rí90,00)- i
equivalentes a seis salarios mínimos mensuales urbanos en la industria, por la comisión deda intraccion [
regulada en el articulo 43 letra n) de la LPC por realizar promociones u ofenas especiales de bienes y
servinios, según se lia establecido eme! presente procedimiento administrativo. - - -- - ■ . ■ j
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Dicho lo anterior, es nienester señalar que la umita impuesta representa el 3% dentro de! margen

máximo estipulado por ley como coiisaouencia de la comisión de tal infmcción ̂ -doscientos salarios

mmimos mensuales urbanos en la industria-, siendo a juicio de este rribunai, proporcional a !a gravedad,

que comportan los hechos denimciados según las circunstancias ohietivas y subjetivas previamente

aimiizadas.

IX. BECTSION

Por tanto, sobre la base de lo anterionnente expuesto y con íiindamento en los artículos i i, 14, 101

inciso 2"^ de la Constitución de la Repáblica; artículos 4 letra c)., 16 letra a), 27 inciso 30, 40 inciso

2'', 43 letra n), 46,. 49, 83 letra b), 144 y siguientes de la LPC; artículos, 106 inciso 3^, 112, 139 y 154

de la .1..-PA; y 6.3 del Rcgfanieoto de la LPC; este Tribunal IWBSUEL'Vl:

, a) Téngase por agregado ú escrito tlmiado y presentado por el. licenciado

, en calidad de apoderado de la proveedora Sandra Desiree Rodríguez Rivera: así como la

documentación que consta agregada de fe. 13 a 26.

b) Dese iniervencíón al iice.o.ciado en calidad de apoderado de la

proveedora Sandra Desiree Rodríguez Rive.ra.

.  . e) Téngase par coniestada la audienc ia conferida a la pro veedora Sandra Desiree Rodrí guez R.ive.ra,

en los témimos relacionados en la presente .resolución.. .

d) Sanciónese a la proveedora Sandra Desiree Rodríguez Rivera, con la cantidad de DOS MD..,

I r~M(l NOVEN l A DOLARES DE LOS ESTADOS l NIDOS DE AMERICA íS2,:N).00).

equivalentes a sais saiarios .miiii,mos oieosnales urbanos en la industria —D.E., 10 del 07/07/202'i,

publicado en el D.O. 129, tomo 432 de! 07/07/2{)21—■ en concepto, de multa por la comisión de la
in trace ion'regulada en el artículo 43 letra o) de la LPC, por realizar pro:ro.ocíoües que OO' se ajustaban a
los criterios legalmente establecidos, conforme al análisis expuesto en el romano VII de la presente
resolución y con. fi.iodamento en. las disposiciones legales precitadas.

.  ̂ .D.ich.a m.'nlta debe- hacerse efectiva en la Dirección General de Tesorería del Ministerio de Haci.cnda,

dentro de los diez días hábiles. siguientes al de la mtiñmtiém de esta resoIiie.ió.n, debiendo
comprobar, a esta Tribunai su cumplimiento dentro del plazo indicado; caso contrario, la Sacretaria de
este Tribunal certificará la presente resolnclóii para ser reeiitkla a la Fisealía Ge.ii.eral de la.

Repáblka para su ejeeuclón fo.rzos¿u •
■  e) Tómese nota del lugar y medio'electrónico señalados por el apoderado de la prov.ced0ra para
recibir notificacione.s. . . • , . , ;

.  .0 Tíágase del canocimieniü de los ímermnienies que, en cumplimiento al artículo ,104 de la LP.A.., la
presaníé :resokicióm al ser 'epiitida eii un, procedim:ie.nto simplificadc^ no, adniite . recurso de
reoonsideracum. de coufomiidad con evpuesio en el artículo 15^ N " 5 de la I PA.
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I  p;) i)rJéHCic a ¡a yecn-íana ¡Je eMe Tríhumil, realizar la^ ootiilcaciones en los imdlos ciecínniicos,
i o en sil defecto eP: ios medios físicos qoe se eo.cueri.treo señalados en el expedieote administrativo.

José .Leoisick. Castro

Presideiite

Pablo Jr)p^qia:ya ̂ Lo-^nviez
Pi niér vocal

Jiián Carlos RaricrezCíenñiégos
Segundo voca!

FRONUNCÍADO POR PEI. TRIBUNAL SANCION ABO R BE lA. BEFENSORÍA.
DEL CONSUMIDOR QUE LA SUSCRIBEN.

ÚG/MIP

Sec:ret<^9cllrifmaiia.l Saaciqpidor
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